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Decide la Sala la impugnación propuesta contra la sentencia del 14 de febrero de 2017, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela promovida por José William Dávila Arias contra el Juzgado Cuarto Civil Municipal y la Inspección Tercera Municipal de Policía locales, a la que fueron vinculados Carlos Eduardo López, Supernova Valencia y Cía S. en C., y Gina María Montes Bernal.
ANTECEDENTES

José William Dávila Arias, quien actúa en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Cuarto Civil Municipal y la Inspección Tercera Municipal de Policía de esta ciudad, en la que aduce la violación de los derechos fundamentales”al debido proceso, defensa, vivienda digna, vida digna, mínimo vital, derecho de pertenencia, al trabajo”, quebrantados, afirma, por los accionados, “por el cumplimiento de lo ordenado por el Oficio Nro. 077-2016 de noviembre 18 de 2016” librado por el citado despacho judicial, que dispone la entrega del predio rural denominado “Granada”.
   



Solicitó que se suspenda la orden de desalojo forzado emanada del Juzgado 4 Civil Municipal mediante despacho comisorio número 115; como consecuencia de ello, se deje sin efecto el oficio No. 077-2016 que da aplicación a dicha comisión; y se aplace la diligencia que se programó para el 1o de diciembre de 2016 a las 8:30 a.m., hasta tanto haya una decisión de fondo en el proceso de prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio que cursa en el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, con radicación 2016-00415-00.

  



Narró que el 12 de agosto de 2016 inició el precitado proceso, pues ha ocupado por más de 12 años, de manera pacífica, pública, tranquila, sin violencia, ni clandestinidad, en forma continua e ininterrumpida, el predio rural denominado finca “La Granada” de Pereira; el término por el que la ha ocupado es más que suficiente para obtener el título de propiedad; el bien fue mejorado con casa de habitación; el 18 de noviembre le fue comunicada orden de desalojo en cumplimiento de una comisión del Juzgado Cuarto Civil Municipal, pero nunca fue vinculado al proceso, no ha sido vencido en juicio, ni se le ha brindado la oportunidad de ejercer su legítimo derecho de defensa.
  



El juzgado, con auto del 30 de noviembre de 2016 admitió la acción, dispuso la vinculación de Carlos Eduardo López, Supernova Valencia y Cía S. en C., y Gina María Montes Bernal; concedió el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa y, como medida provisional, ordenó la suspensión de la diligencia de entrega programada para el 1º de diciembre de 2016. Luego intervino de nuevo el accionante, para informar que la misma sí se llevó a cabo y se le dio un plazo para la entrega, sin que se hubiera tenido en cuenta la presente acción, ni la medida decretada, como tampoco la solicitud de suspensión que se hizo ante el Juzgado Cuarto, los recursos que se presentaron en la diligencia fueron rechazados de plano y lo único que se consiguió fue una prórroga para la entrega. 
  



La Inspectora de Policía, dio cuenta del trámite que le impartió a la comisión; dijo que concluyó en la diligencia que el actor era un tenedor y no un poseedor material; que la entrega se dispuso con ocasión de la terminación del proceso ejecutivo hipotecario iniciado por Carlos Eduardo López contra la Sociedad Supernova Valencia y Cía. S en C., en el que se ordenó el levantamiento de la medidas previas y se ordenó la entrega al representante legal de la parte ejecutada. 
   



Gina María Montes Bernal, adujo que se desempeñó como secuestre en dicho asunto, pero cesó en la continuidad de rendición de informes porque dejó de pertenecer a la lista de auxiliares de la justicia; que al aquí accionante le advirtió sobre la situación del inmueble, el cual debería entregar cuando el Juzgado lo ordenara; por ello, conocida la comunicación que le extendió el despacho, le solicitó la entrega pero no fue posible.
 



Reanudada la actuación luego de la nulidad declarada en esta sede (c. 2), y con nuevo pronunciamiento del demandante, acerca de que se había reprogramado la entrega para el 24 de enero de 2017, sobrevino el fallo de primera instancia que declaró la improcedencia de la acción frente al Juzgado y la Inspección, y absolvió a los citados de oficio a ese trámite. 
   



Para así decidir, indicó que como lo pedido tiene asiento en la posesión que alega sobre el bien inmueble cuya entrega se ordenó y tal cuestión ya está siendo ventilada ante otro estrado judicial con la demanda respectiva, no es la acción de tutela, dado su carácter residual y subsidiario, la vía para tal reclamo, a lo que sumó que que el accionante sabía de las condiciones en las que fue dejado en el bien. Además, como la entrega se consumó, será en otro escenario en el que se debatan los derechos que considera tener.
 



Esa decisión dejó inconforme al actor, quien la impugnó; expresó que es incongruente, porque no se ajusta a los hechos y antecedentes que  motivaron la promoción de la acción; se niega el cumplimiento legal de garantizar su derecho agraviado; se funda en consideraciones inexactas; agregó que la secuestre dio cuenta que desde el 2004 no presentó informes y era deber del Juzgado, entonces, haber designado otro auxiliar; que si el presente reclamo tiene asiento en un desalojo, no hay tiempo de utilizar otros medios de defensa judicial.




Ahora, se procede a resolver, previas las siguientes,

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, por la inconformidad que le causa al accionante el hecho de que se haya ordenado, dentro de proceso ejecutivo hipotecario, la entrega, a la parte allí ejecutada, del inmueble que tiene en calidad de poseedor desde hace más de 12 años, sobre el que recaían medidas de embargo y secuestro, a la postre levantadas por el pago de la obligación.
El Juzgado de primer grado, se dijo, declaró la improcedencia de la acción, por cuanto la reclamación del derecho de posesión debe surtirse en otro escenario, como en efecto lo viene haciendo el interesado, mediante la demanda ordinaria respectiva, a lo que agregó que ya se materializó la entrega. 
Esa forma de decidir, dejó inconforme al actor, quien considera que no se abarca como deber ser, su reclamo.
Encuentra la Sala que la razón para desestimar las pretensiones invocadas está de parte de la funcionaria de primer grado, en particular, porque, producida efectivamente la entrega desde el pasado 24 de enero, si alguna irregularidad se pudiera haber deducido en la actuación, que causara menoscabo, el presunto hecho cayó en la denominada carencia actual de objeto por daño consumado, lo que genera la improsperidad de las pretensiones elevadas, como lo tiene decantado la jurisprudencia, que ha dicho:
  


El fenómeno del daño consumado se presenta cuando la amenaza o la trasgresión del derecho fundamental ya ha generado el perjuicio que se pretendía evitar con el mecanismo preferente de tutela, de tal modo que resulta inocuo para el juez impartir cualquier orden en ese sentido.
   


(…)
  
Ahora bien, con respecto al instante en el que se verifica la consumación del daño, se puede decir que existen dos momentos, el primero de ellos se presenta cuando al tiempo de interponer la acción de tutela ya es claro que el daño se generó, evento en el cual el juez constitucional debe declarar improcedente el mecanismo incoado, en virtud a lo estipulado en el artículo 6, numeral 4, del Decreto 2591 de 1991. La segunda situación se presenta cuando el daño se consuma durante el trámite de la acción, es decir, al momento de interponerse la acción no se había generado el daño, sin embargo, durante el trámite judicial, bien sea en primera o en segunda instancia o en sede de revisión por esta Corporación acaece el perjuicio que se pretendía evitar con el mecanismo de tutela.

Si esto no fuera suficiente, con insistencia se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, esta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
  



Perfilando el asunto en lo que corresponde a los criterios generales, es claro que se incumple el segundo de ellos, por cuanto, revisada la diligencia que la Inspección de Policía realizó el primero de diciembre, la funcionaria resolvió al final “rechazar de plano” (a pesar de que ya había practicado pruebas) la oposición formulada; contra esa decisión se interpusieron recursos de reposición y en subsidio apelación, que también se declararon improcedentes y continuó el trámite. Allí se perdió de vista, por parte del asesor judicial que el opositor constituyó para ese acto, que la negativa del recurso de apelación, en particular, le permitía recurrir otra vez en reposición y subsidiariamente en queja, con el propósito de que el superior del juez comitente revisara si la alzada era procedente o si fue bien denegada.

  



Así que, al promover la presente acción, dejó de lado que ella es, por su naturaleza, subsidiaria, y solo puede abrirse paso cuando se ha hecho uso de todos los mecanismos procesales que brinda la ley; además, que la acción de tutela no constituye una instancia adicional, ni sirve de remedio a las omisiones de las partes en el proceso. Por ello está prevista la causal de improcedencia que contiene el numeral 1 del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991. 

  



Más aún; lo que se desprende de la queja presentada es que se reclama la protección del derecho al debido proceso, entre otras razones, dice el accionante, porque no fue citado al proceso que concluyó con la entrega del inmueble. Si ello es así, carecería de legitimación para impetrar esta acción, por cuanto en el proceso ejecutivo no intervino como parte, ni como acreedor, tampoco como deudor del valor ejecutado, y se sabe que aquel derecho solo puede conculcársele a quienes intervienen en el proceso mismo. 
  



Sobre el particular ha dicho la Corte Constitucional: 

Estima la Sala que para considerar que una providencia judicial ha vulnerado un derecho fundamental, es necesario que se demuestre que la autoridad judicial ha actuado de forma tal, que no permitió a los afectados con su decisión, hacerse parte dentro del proceso, o que una vez en éste, incurrió en algunas de las causales previstas para que la acción de tutela proceda contra providencias judiciales. Una persona que no ha intervenido dentro de un proceso judicial, y que no actúa como agente oficioso o como apoderado de quien sí lo ha hecho, no podría alegar una vulneración de sus derechos fundamentales como consecuencia de la decisión tomada por la autoridad judicial…
. 
 



Y con igual perspectiva, la Corte Suprema de Justicia, ha expresado:

Dentro del asunto que convoca la atención de la Sala, se infiere que el actor persigue que se deje sin efecto lo actuado dentro del proceso de restitución de inmueble arrendado interpuesto por María Mercedes Herrera contra Miguel Ángel Chaparro Becerra, porque en su concepto no se lo llamó a integrar el contradictorio, a pesar de tener contrato de arrendamiento vigente respecto al inmueble que es objeto de la causa judicial.

El problema jurídico que surge de la situación narrada, rápidamente se soluciona, si se repara en que el actor de esta causa constitucional no es parte dentro del aludido rito declarativo, esto es, porque quien no es parte dentro de un litigio, no le es posible reclamar la vulneración del debido proceso
.

 
  


 
Es decir, que en el trámite del proceso ejecutivo, salvo por la intervención en la diligencia de entrega, es inviable considerar lesionado o amenazado derecho alguno del demandante, tanto más cuando carece de demostración que durante su curso le hubiese pedido al juzgado que le permitiera intervenir, o que declarara un nulidad por haber omitido citarlo. 

  



Y en cuanto a su participación como opositor en la diligencia de entrega, ya quedó analizado que, pudiendo hacerlo, dejó de interponer los recursos a su alcance para tratar de remediar los defectos que, en su sentir, contiene la actuación de la Inspectora, quien, no sobra decirlo, inició la diligencia el 1° de diciembre a las ocho y treinta de la mañana, esto es, horas antes de conocer de la suspensión, pues el oficio lo recibió a las 11:53 de la mañana de ese día; y al conceder un término para que se efectivizara la entrega, solo la reanudó cuando conoció la primera sentencia dictada por el juez de tutela, que levantó la medida provisional decretada, y antes de que se reanudara la actuación por causa de la nulidad declarada en esta sede. 





Ahora bien, es necesario analizar las dos situaciones, por cuanto el artículo 24 del Decreto 2591 citado, manda que en caso de que se hubiese consumado el acto impugnado, debe prevenirse a la autoridad pública para que se abstenga de incurrir en las acciones u omisiones que dieron lugar a la tutela, lo que, en este caso concreto, no sería viable, en la medida en que, en todo caso, la acción se tornaría improcedente por no haberse agotado los mecanismos de defensa judicial al alcance del accionante, y parcialmente, por no ser parte en el proceso ejecutivo en el que se ordenó la entrega, y en el que insiste que no fue citado. 
  



En consecuencia, se declarará la consumación aludida, pero no se hará prevención alguna, por las circunstancias relatadas.  
DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, MODIFICA la sentencia dictada el 14 de febrero de 2017, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela promovida por José William Dávila Arias contra el Juzgado Cuarto Civil Municipal y la Inspección Tercera Municipal de Policía locales, a la que fueron vinculados Carlos Eduardo López, Supernova Valencia y Cía S. en C., y Gina María Montes Bernal, para declarar la carencia actual de objeto por daño consumado.
No hay lugar a prevenir en ningún sentido a los accionados, por las razones aducidas en la parte motiva. 
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
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